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Distinguido Señor Superintendente:

En atención  a su comunicado REPENSANDO EL MODELO CONTABLE, me permito poner en su conocimiento mis opiniones personales con relación a la propuesta de eliminar la obligación de ajustar por inflación las partidas no monetarias que hacen parte de los estados financieros de los comerciantes.
En primer lugar quiero recordar las apreciaciones de los  miembros del Centro de Estudios en Derecho Contable de la Pontificia Universidad Javeriana, plasmados en su trabajo “Revisión académica sobre las normas de contabilidad generalmente aceptadas en Colombia” que fuera presentado al Gobierno Nacional en el año 2001. En ese documento se dijo:
“Ajustes por inflación

La gran mayoría de las glosas efectuadas sobre el actual sistema contable colombiano se centran en censurar el sistema de ajustes integrales por inflación, que es considerado por casi todos los que se ocuparon de este tema como un factor que impide mostrar la realidad financiera de las empresas
.

Al respecto conviene recordar que el sistema de ajustes integrales por inflación, que inicialmente contempló el Decreto reglamentario 2160 de 1986, vino finalmente a ser objeto de disposiciones de naturaleza tributaria.

El propósito inicial del Gobierno fue el evitar que los contribuyentes pagaran impuestos sobre ganancias nominales y no reales. Con tal fin propuso que se permitiera ajustar el valor de las propiedades, de tal forma que, ante una eventual transacción, el precio se enfrentara a un costo razonable, lo cual ciertamente no es posible cuando el costo se mantiene en su valor original sin tener en cuenta la desvalorización de la moneda
.

Sin embargo, el Congreso hizo eco de quienes opinaron que mejor sería introducir el sistema de ajustes por inflación (Ley número 75 de 1986)
.

Un primer error en esta materia tuvo que ver con el desconocimiento de la teoría y del método propio de los ajustes por inflación. Prácticamente ninguna escuela contable había enseñado la materia. El resultado fue que las empresas, sus contadores y los supervisores gubernamentales se enfrentaron a textos legales y de ellos aprendieron. Evidentemente las normas legales, al menos las que en esta materia se expidieron (Decretos números 2686 y 2687 de 1988), no fueron el mejor camino para enseñar un asunto que tiene varias complejidades.

Un segundo error tuvo que ver con la importación de modelos legales, según se dice principalmente chilenos, que no armonizaban adecuadamente con la legislación colombiana. Las primeras normas estuvieron impregnadas del casuismo y pretendieron estatuir complejos métodos de cálculo.

La torpeza de las primeras disposiciones provocó grandes debates y trajo como consecuencia el aplazamiento de la puesta en vigor del sistema.

Un tercer error tuvo que ver con la introducción de modificaciones al régimen inicialmente expedido bajo la presión pública, sin ser precedidas de una suficiente investigación y sin que se hubiese logrado consenso al respecto (Decreto número 1744 de 1991).

Un nuevo intento de regulación (decretos 2911 y 2912 de 1992) trajo consigo un acercamiento a lo dispuesto en la norma internacional de contabilidad número 29. Pero fue acompañado de varias deficiencias, entre ellas:

a) No exigió hacer el llamado ajuste inicial. De esta manera la contabilidad quedó expresada parte en pesos nominales y parte en pesos ajustados.

b) Las normas tributarias excluyeron a ciertas personas, como los no contribuyentes, de la aplicación del sistema de ajustes por inflación. Así las cosas, la información contable dejó de ser homogénea, puesto que parte de los preparadores presentaban información ajustada y parte información a valor histórico.

c) La inflación no se calculaba rigurosamente para todas las partidas. Por ejemplo, los ingresos y gastos financieros no se segregaron para distinguir el componente inflacionario de la tasa de interés propiamente dicha.

d) Se estableció un sistema para diferir la corrección monetaria causada por ciertas partidas, como las construcciones en curso. De esta manera se cambió incorrectamente de período el reconocimiento de las consecuencias de la inflación.

Estos errores técnicos necesariamente llevaban dentro de sí la potencialidad de desvirtuar la calidad de la información contable.

Las cosas se complicaron aún más cuando la Corte, en forma inesperada, cambió su doctrina respecto de las facultades extraordinarias concedidas por el Congreso al Gobierno, manifestando que una vez utilizadas tales facultades éstas se agotaban así aún quedara por transcurrir parte del lapso de tiempo por el cual se habían otorgado tales facultades. Con estos argumentos se declaró inconstitucional el Decreto número 2911 de 1992
.

De esta manera, la sincronía que se había intentado lograr entre las normas tributarias y las normas contables se perdió. Las normas tributarias retrocedieron a aquél decreto expedido bajo presión y sin debida base técnica
.

Sin embargo, el mayor de los problemas provino de la falta de coherencia de los ajustes integrales por inflación al interior del propio sistema tributario
. Este regula de forma ciertamente artificiosa cosas como la valuación de inventarios y las provisiones. Lo cierto es que no se introdujeron cambios a las normas sobre determinación del costo de los activos y pasivos a la luz de los efectos de los ajustes por inflación.

La consecuencia fue el incremento de las “ganancias” como consecuencia de la inflación, sin admitir el ajuste de las partidas a su valor de mercado. De esta manera la información se fue apartando de la realidad y empezó a causar serios daños a las finanzas de las empresas, quienes empezaron a percibir el sistema de manera claramente contraria a sus objetivos iniciales: en lugar de haber desligado los impuestos de la inflación, los impuestos gravaban supuestas ganancias, fruto de la indexación indiscriminada de las partidas.

Ese sentimiento de arbitrariedad se convirtió en una inmensa fuerza que vino a lograr el desmonte parcial de los ajustes, excluyendo partidas tales como los inventarios y las que componen el estado de resultados (Ley número 488 de 1998).

Lo que hoy queda es un sistema de ajustes parcial y no integral, de corte tributario y no técnico, que ahora empieza a mostrar efectos contrarios: al parecer ya no incrementa los impuestos sino que los reduce.

Finalmente digamos que la acusación que se hace contra los ajustes por inflación tiene mucho que ver con las reglas sobre distribución de utilidades. No sólo es enojoso pagar impuestos, también los es distribuir utilidades que no están representadas en activos líquidos. De alguna manera, si el mayor valor de las utilidades está representado en activos quietos (inmovilizados o fijos) su reparto trae consigo en la mayoría de los casos un mayor endeudamiento. Las empresas empiezan a pensar que están repartiendo lo que no se han ganado.

En el presente, los índices acumulados por inflación no califican al país como hiperinflacionario. No obstante el sistema se sigue aplicando, contrario a lo que dispone la normatividad internacional.

Aunque compartimos la dura censura de que es objeto el actual sistema legal de ajustes por inflación pensamos que:

1. La contabilidad financiera tiene por objetivo medir e informar sobre los hechos económicos imputables a un ente.

2. La inflación es un hecho económico notorio.

3. Luego la contabilidad financiera debe medir la inflación.

4. Todas las partidas expuestas a la inflación deben ser objeto de reexpresión
.

5. Los modelos de ajustes parciales, como es el que actualmente existe en Colombia, no permiten mostrar una imagen fiel.

6. Conviene, sin embargo, distinguir claramente ente (1) los resultados por exposición a la inflación, (2) los resultados por tenencia y (3) los resultados producto del intercambio.

7. En todo caso los activos deben ser objeto de medición a valor razonable, reduciéndose el costo ajustado por inflación cuando sea necesario.

8. Además, siguiendo la posición asumida por Sec, debe tenerse claro que el sistema de valores razonables es más eficaz para evitar los fraudes en la información que el método de los valores o costos históricos.

9. La contabilidad internacional, y la de muchos países, consagra el método de ajustes integrales por inflación, porque éste es un procedimiento técnico.

10. Al establecer reglas legales sobre los ajustes por inflación, debe considerarse que uno de los valores básicos de la información contable es la “fidelidad representativa”.

11. Para alcanzar la fidelidad representativa es necesario que las normas sean concebidas de manera “neutral”.

12. Los ajustes por inflación no pueden ser regulados en consideración a sus efectos, pues la regulación así diseñada no lo sería en forma neutral y sería incapaz de cumplir el requisito de fidelidad representativa.”

Ha sido larga la contienda entre el derecho contable y el derecho tributario. Este ha sido el principal promotor de aquel, pero no ha sabido respetar sus notas esenciales. En 1987, cuado se expidieron los primeros decretos sobre los ajustes, este fue una de los temas principales del debate. Al principio de la década que comenzó en 1990 las autoridades reconocieron y declararon la independencia entre esas dos ramas de la legislación (es decir que ellos deben interactuar y no subordinarse la una a la otra). Desafortunadamente esa declaración no ha sido practicada en todos los casos. El mismo Legislador ha obrado inconsistentemente en esta materia. Recuérdese que la Ley 174 de 1994 señaló:

ART. 5º—Efectos contables y fiscales del sistema de ajustes integrales. El segundo inciso del artículo 330 del estatuto tributario quedará así:

"Para efectos de la contabilidad comercial se utilizará el sistema de ajustes integrales por inflación, de acuerdo con lo previsto en los principios o normas de contabilidad generalmente aceptados en Colombia, y en los principios o normas de contabilidad expedidos para sus vigiladas por las respectivas entidades de control, de acuerdo con la naturaleza jurídica y las actividades desarrolladas por las personas obligadas a llevar contabilidad".

Con base en esta norma se habrían podido superar las deficiencias de la regulación contable en materia de ajustes por inflación. Mas no ocurrió así. 

El asunto llegó al punto en que se resolvió que había partidas que no deberían ser objeto de ajuste así fueren no monetarias. En efecto la Superintendencia Bancaria mediante la Circular externa número 73 de 1997 (Diciembre 31) Referencia: Modificación Circular Externa No 63 de 1997, ordenó:

Con independencia de los criterios de interpretación legal o doctrinal sobre la naturaleza monetaria o no monetaria del crédito mercantil, recientemente regulado para el sector financiero, cuya figura debe soportar mayores análisis durante su desarrollo, esta superintendencia considera que no debe ser objeto de ajustes por inflación, por las razones de esencia sobre forma y prudenciales, de que tratan los artículos 11 y 17 del Decreto 2649 de 1993, en aras a presentar la realidad económica y financiera de los entes económico

La inconformidad social trajo consigo la modificación del régimen. Ahora bien: La Ley 488 de 1998 no se contentó con introducir modificaciones al sistema de ajustes por inflación, las que, como ya se anotó, hicieron que el sistema colombiano no fuere un sistema integral, con lo cual este perdió su fundamento técnico. En su artículo 21 dispuso:

ART. 21.—Facultades extraordinarias para revisar el sistema de ajustes integrales por inflación. Revístese de facultades extraordinarias al Gobierno Nacional por el término de cuatro (4) meses contados a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, para que modifique o derogue el sistema de ajustes integrales por inflación consagrado en el título V del estatuto tributario.

Para verificar el correcto ejercicio de las facultades concedidas, el Congreso de la República designará cuatro (4) miembros de las comisiones económicas, los cuales serán consultados de manera previa y permanente a la expedición de los decretos que desarrollen las facultades previstas en el presente artículo.

El Gobierno Nacional deberá convocar durante el período que duren las facultades concedidas a por lo menos cuatro (4) audiencias públicas, con el fin de escuchar las opiniones que gremios, empresarios y expertos en el tema tributario puedan expresar sobre el tipo de modificaciones que deban introducirse en los decretos correspondientes.

El gobierno al ejercer sus facultades no podrá modificar los aspectos relacionados con los ajustes por inflación aprobados en la presente ley.

El resultado de esa evaluación se plasmó en acta calendada el 20 de abril de 1999, la cual reza:
PRIVATE

“ACTA DE EVALUACIÓN DE LAS PROPUESTAS DE LOS GREMIOS, EMPRESARIOS Y EXPERTOS PARTICIPANTES EN LAS AUDIENCIAS PÚBLICAS EN DESARROLLO DE LAS FACULTADES DEL ARTÍCULO 21 DE LA LEY 488 DE 1998 

En Santafé de Bogotá, a los 20 días del mes de Abril de 1999, en el Despacho de la Directora General de la DIAN, con el propósito de evaluar las diferentes posiciones sobre el tema de los ajustes por inflación, expuestas por los empresarios, gremios y expertos durante las audiencias públicas convocadas para el efecto, se reunieron la Directora General de la DIAN, el Director de Impuestos Nacionales, la Jefe de Oficina de Normativa y Doctrina, el Jefe de la División de Investigaciones Especiales Tributarias y el Consultor externo de la entidad, Dr. Gustavo Humberto Cote Peña.
El acta se compone de las siguientes partes:
Antecedentes 

Resumen de las posiciones de los diferentes sectores y análisis de las mismas 

Conclusiones 
ANTECEDENTES. 

El Congreso de la República al expedir la Ley 488 de 1998, en su artículo 21, revistió de facultades al Gobierno Nacional por cuatro meses para modificar o derogar el sistema de ajustes por inflación consagrado en el Título V, del Libro I del E.T.
Adicionalmente, se señaló que previo al desarrollo de las facultades, se escucharan en audiencias públicas a los gremios, empresarios y expertos y se advierte, que no pueden modificarse en desarrollo de estas facultades, los aspectos aprobados sobre el tema de los ajustes por inflación, en la referida Ley
Se precisó igualmente, que el Congreso designaría una comisión que verificará el correcto ejercicio de las facultades. En su oportunidad, la Directora General de la DIAN ofició a los presidentes del Senado y Cámara de Representantes, para que designaran a los miembros respectivos. El Honorable senado de la República designó para tales efectos a los Senadores VICTOR RENAN BARCO Y GABRIEL ZAPATA.
En concordancia con lo ordenado por la Ley 488, la DIAN procedió a convocar a cuatro audiencias públicas, las que se desarrollaron los días 25 de febrero, 11, 18 y 25 de marzo de 1999, y de las cuales se prepararon las correspondientes actas, en dónde se transcriben las diferentes intervenciones.
Con el fin de dar suficiente publicidad a la evolución de las discusiones, la DIAN preparó y distribuyó oportunamente las actas correspondientes e igualmente las mismas fueron incorporadas al sistema Internet de la DIAN, el cual es de acceso público.
Cabe resaltar que la participación de Gremios y Expertos fue amplia como puede observarse en el anexo No. 1
RESUMEN DE LO EXPUESTO POR LOS DIFERENTES SECTORES Y EVALUACIÓN DE LO PROPUESTO 

A continuación se resumen los principales argumentos y posiciones sobre el tema, extractados de las actas de las audiencias públicas y de los diferentes documentos recibidos de distintos sectores. 
En el anexo No. 2 se encuentra una copia de las actas de las audiencias públicas. 
Algunos argumentos fueron expuestos por varios sectores, en cuyo caso, se hace la precisión respectiva y son objeto de comentario, solo en una oportunidad.
ASOBANCARIA: Reconocen que el sistema de ajustes por inflación debe ser mantenido y que tiene la gran virtud de actualizar cifras de los balances. 
Proponen la modificación de aspectos tales, como los siguientes:
· Que los bienes recibidos en pago, tengan el tratamiento de los inventarios y no se ajusten. 

No es viable, porque los bienes recibidos en pago, no corresponden a las definiciones técnicas, tributarias y contables, de lo que son en sí los activos movibles o inventarios de mercancías. Adicionalmente, el sector financiero en general, no tiene como propósito u objeto social, la compraventa de mercancías, lo cual desvirtuaría la naturaleza del negocio financiero.
· Que se elimine la restricción del 30% del costo fiscal frente al valor de mercado, prevista en el artículo 341 del E.T. (Propuestas similares de Fenalco y la Andi) 

No es procedente aceptar la propuesta, por cuanto de eliminarse el porcentaje se suprimiría un elemento de apreciación objetiva para tomar la decisión de efectuar los ajustes o no de los activos no monetarios, que sumado a las complejidades probatorias para desvirtuar las situaciones concretas que en tal sentido se den, dificultaría en forma importante el control tributario.
Por otra parte, existen serias dudas sobre la posibilidad de tratar el tema por la limitante que estableció el último inciso del art. 21 de la Ley 488 de 1998, al señalar que el Gobierno al ejercer las facultades, no puede modificar los aspectos relacionados con los ajustes que fueron aprobados en la misma Ley, por cuanto el artículo 12 de la reforma tributaria, modificó precisamente el aspecto relativo a la posibilidad de no ajustar algunos activos no monetarios.
· No disminuir la base de ajuste del patrimonio, cuando se dejan de ajustar activos no monetarios. 

No es viable la propuesta, por cuanto de aceptarse, se rompería el tratamiento simétrico que deben mantener los ajustes por inflación. Cuando un contribuyente, no refleja ingresos gravados, por darse las condiciones para tomar la decisión de no ajustar determinado activo no monetario, lo proporcional y equitativo, es que tampoco pueda deducir lo correspondiente al ajuste del patrimonio líquido, que financia tal activo. 
· Que la medición de los resultados de los ajustes, la cuenta de corrección monetaria, no haga parte de los estados de resultados de las empresas, sino que se convierta en una cuenta patrimonial directa en el balance, lo cual permitiría que la pérdida no incida negativamente en los resultados operacionales del sistema financiero y que de otro lado la utilidad no de lugar a resultados que se alejen de la realidad operacional y de caja de las empresas. Muchas entidades del sector, vienen reflejando pérdidas, las cuales en gran medida, corresponden a ajustes por inflación, lo que repercute en el nivel de confianza de los inversionistas, cuentacorrentistas, ahorradores y la banca internacional (Propuesta en el mismo sentido de la Universidad Externado de Colombia) 

La propuesta resulta inconveniente, por cuanto esta buscaría el sostenimiento del valor del capital de los inversionistas, mediante incrementos resultantes de los ajustes por inflación en cuentas patrimoniales (corrección monetaria y revalorización del patrimonio), sin que se registre una contrapartida que retenga utilidades operacionales susceptibles de reparto, siendo justamente esta última acción, la que posibilita el fortalecimiento real, con respaldo, del capital de las empresas. Adicionalmente, con la propuesta se llegaría a una base de tributación que corresponde a resultados operacionales nominales y es un contrasentido, que las pérdidas por inflación, no afecten el resultado de las empresas y su base de tributación.
ANDI: Reconocen que el sistema de ajustes es incuestionablemente técnico y que la inflación es una realidad que incide en nuestras empresas. Recomienda que el análisis del tema no debe hacerse desde el punto de vista del recaudo, sino que, sí la aplicación del sistema contribuye o no a mostrar la realidad económica de las empresas. 
De lo anterior se desprende su apoyo al sistema de ajustes por inflación.
Afirma este gremio, que las facultades otorgadas al Gobierno Nacional, para reformar o derogar el capítulo de los ajustes del E.T., son precarias, pues su constitucionalidad es discutible.
Propone, sin embargo, las siguientes modificaciones:
· Dejar opcional el uso de la corrección monetaria diferida, cuando se trate del ajuste a activos en período improductivo. 

Consideramos pertinente atender esta propuesta. En ciertos casos, el beneficio que reporta a los contribuyentes, el hecho de diferir el registro de ingresos, producto del ajuste a un activo en período improductivo, no compensa todo el esfuerzo administrativo necesario para la ejecución correcta de este proceso, el cual exige el mantenimiento estricto de controles estadísticos durante varios años. Adicionalmente, para el Estado, la medida no le produce impacto negativo frente al recaudo, por cuanto, la aplicación de la corrección monetaria diferida, en las condiciones actuales, siempre provoca que se difieran, mayores ingresos que deducciones, es decir, se les permite a los contribuyentes la disminución de su base gravable, lo que se compensa luego, en los años en que se amortizan los diferidos.
· Que las entidades sin ánimo de lucro contribuyentes del régimen especial, realicen ajustes por inflación fiscales, no obstante que el resultado de la inflación, no tenga efectos impositivos en ellos. 

No estimamos razonable, desde el punto de vista práctico, obligar a dicho sector a realizar ajustes fiscales, aunque éstos no produzcan efectos impositivos. Por otra parte, el régimen tributario especial, está estructurado en la práctica, para que no tribute en el impuesto sobre la renta. La filosofía de este tipo de organizaciones y su función misma, propenden por la destinación del excedente neto al desarrollo de su objeto social en beneficio de la comunidad. La disponibilidad del excedente neto para el cumplimiento de sus fines sociales, está ligada a la realidad de su tesorería, por lo que definitivamente, no es conveniente obligarlos a la aplicación fiscal del sistema de ajustes por inflación.
· Que el Ajuste por inflación a los terrenos, se debe contabilizar en la cuenta de corrección monetaria diferida. Cuando se enajene el terreno, el acumulado en la cuenta diferida, se debe registrar en la cuenta de pérdidas y ganancias crédito de la corrección monetaria. 

No es viable la propuesta, por cuanto el terreno es un activo no monetario, desde todo punto de vista. Diferir el ingreso del ajuste de un activo, es solo predicable sobre los activos que no estén en condiciones de generar renta, esto es, los que estén en período improductivo. Adicionalmente, el mismo sistema prevé que cuando, por ejemplo, un terreno por efecto de los ajustes por inflación, se aleje del valor real de mercado, se deje de ajustar, evitándose por tanto, el registro de ingresos no realizables. Con relación a la última parte de la propuesta, se desprende de ella, que en el momento de la enajenación del terreno, el contribuyente tendría que reflejar un gran valor de utilidad acumulada, situación que en la práctica se traduciría en una especie de ganancia ocasional, lo cual, es justamente lo que se busca evitar, con la actualización periódica del costo fiscal de la tierra por la vía del ajuste por inflación.
· Que la cuenta de revalorización del patrimonio, pueda ser distribuida a los inversionistas como dividendos, si se cumplen entre otros, los requisitos del Código de Comercio, ya que en algunas compañías la cuenta de revalorización del patrimonio, ha generado el efecto conocido como "cash trap" o efectivo atrapado, el cual, al no poder distribuirse a los inversionistas, debe colocarse en el mercado financiero sin poder reinvertirse en otro tipo de negocios o en otro país. Adicionalmente, se propone que el reparto sea un ingreso no constitutivo de renta para el inversionista, cuando la revalorización haya permanecido durante mínimo cinco años en la sociedad y se grave por los 7/3, cuando corresponda a revalorización del patrimonio de menos de cinco años. (Argumento en contra fue expuesto por el consejo técnico de la contaduría) 

No se considera pertinente facilitar la distribución de la revalorización del patrimonio, antes del momento de la liquidación de la empresa, por cuanto, uno de los propósitos fundamentales del sistema de ajustes, es proteger y fortalecer el patrimonio social y el capital de los inversionistas, mediante la retención de utilidades, durante toda la existencia de la organización económica. 
· No se debe disminuir la base ajuste del patrimonio, por los préstamos de la sociedad a los socios. 

La propuesta no es conveniente. El propósito de la norma actual, que ordena disminuir el valor del patrimonio líquido sujeto a ajuste por inflación, con el monto de los préstamos que realicen las sociedades a sus socios, es desincentivar que éstos se financien con el capital de la organización empresarial, puesto que en la práctica, lo que ocurre es una descapitalización real o una disminución efectiva del capital de trabajo de la empresa.
· Que se modifique el artículo 90 del E.T. para que se permita fiscalmente vender inmuebles por debajo del costo. 

Esta propuesta de modificación, corresponde a un artículo que no se contempla dentro del título V del libro I del E.T., y las facultades otorgadas en la Ley 488, están circunscritas estrictamente a dicho título. Por lo anterior, no es viable contemplar la propuesta. 
· Que se aclare que la revalorización del patrimonio, en el momento de la liquidación, no se grave. 

El punto es absolutamente claro a la luz del actual inciso tercero del art. 345 del E.T. y por tanto, no requiere precisión adicional.
· Permitir la reexpresión de las partidas iniciales de 1991 y recalcular los costos fiscales para incluir su efecto en la declaración de 1999. 
(Similar propuesta fue realizada por la ASOCIACIÓN COLOMBIANA DE PETRÓLEOS, LA EXXON-INTERCOR- CERREJÓN)
La propuesta no es pertinente, ya que una regulación de carácter tributario, que contemple la reexpresión de costos fiscales desde 1991, sería abiertamente inconstitucional, frente al tema de la irretroactividad de las normas impositivas. Por otra parte, una decisión en tal sentido podría llegar a afectar el recaudo presente y futuro del impuesto sobre la renta.
· Considera la ANDI como error técnico del art. 351, consagrar que las pérdidas se deducen ajustadas, afectando la Revalorización del patrimonio, pues estima que el patrimonio ajustado enjuga las pérdidas. 

No es un error técnico. La norma actual, establece reconocer ajustadas por inflación las perdidas fiscales de períodos gravables anteriores, lo cual es de equidad. Tal ajuste, por una parte actualiza el valor de la pérdida deducible, y por otra, implica el registro crédito a revalorización del patrimonio, siendo este último valor, el fortalecimiento del patrimonio correspondiente a la disminución de la utilidad del ejercicio por haber deducido ajustada la pérdida. Adicionalmente, debe tenerse en cuenta que ese crédito reflejado en revalorización del patrimonio, corresponde al dejado de registrar cuando en el pasado se ajustó un menor valor de patrimonio líquido, puesto que éste enjugaba tales pérdidas. 
Si en el presente caso, se modificara la norma estableciendo que el registro del ajuste a la pérdida, se reflejara contra la corrección monetaria, haría nugatoria la actualización, pues se actualizaría el valor deducible, pero reflejando un ingreso por igual valor. 
INSTITUTO COLOMBIANO DE DERECHO TRIBUTARIO: No están de acuerdo con el sistema de ajustes por inflación. Proponen desmontarlo fiscalmente, volver al sistema de reajustes fiscales o proponen mantenerlo, pero reduciendo su efecto en la renta al 30% del efecto que produzca.
· Afirman que las facultades del artículo 21 de la Ley 488, son inconstitucionales. 

· Que los ajustes por inflación existentes desde 1992 no resultan justos desde el punto de vista de la tributación porque permite inequitativamente favorecer o perjudicar a algunos contribuyentes o porque el impuesto de renta que se cobra no corresponde a rentas realizadas o porque los índices utilizados no son confiables desde el punto de vista de la realidad económica que deben reflejar. 

Son estos argumentos los que se discutieron ampliamente durante los años previos a su implantación en 1992 y no han cambiado las circunstancias objetivos de orden económico que dieron origen a su adopción legal (Inflación superior a un dígito), por lo que la DIAN no reabre el debate al respecto, máxime cuando en los dos siguientes ítems de las consideraciones del ICDT, se reconoce por parte de ese organismo, que el fenómeno inflacionario debe ser reconocido pues produce distorsiones y propone, entre otras soluciones, que solo un 30% del efecto se incluya en la base gravable. Adicionalmente, limitar a dicho porcentaje el efecto de los ajustes en el impuesto de renta, no aparece sustentado en razones de orden técnico o económico y por lo tanto los efectos serían impredecibles.
· El sistema es injusto pues lleva los valores de los bienes por encima de su valor comercial, exagerando por tanto el patrimonio base de renta presuntiva. 

Esta crítica al sistema, se desvirtúa con cuatro instrumentos previstos en la legislación vigente: La deducción por depreciación calculada sobre activos ajustados por inflación, la deducción del ajuste de la depreciación acumulada, la deducción en los períodos siguientes del exceso de renta presuntiva sobre la renta ordinaria, y la posibilidad que tiene el contribuyente de dar aplicación a lo señalado en el art. 341 del E.T., de no efectuar el ajuste a activos no monetarios cuando su costo ajustado supera el valor comercial por lo menos en un 30% 
LA EXXON-INTERCOR- CERREJÓN: Apoya la continuidad del sistema de ajustes por inflación y argumenta que su derogatoria sería desestimulante para los inversionistas extranjeros 
UNIVERSIDAD EXTERNADO DE COLOMBIA: Están de acuerdo con el sistema de ajustes por inflación, pero sin efecto en la tributación.
· Proponen dejarlos sin efecto en la tributación, esto es sin gravar las utilidades y sin aceptar las deducciones por inflación. Además, manteniendo el efecto del ajuste acumulado de los activos como base de depreciación. 

La propuesta no es procedente, porque de eliminar el efecto de los ajustes en el impuesto de renta, implicaría gravar a las empresas sobre utilidades nominales y permitir la deducibilidad de gastos nominales y no reales, debilitando el patrimonio de las empresas.
En un escenario sin ajustes por inflación, o con ellos, pero sin efecto en la tributación, no podría deducirse la totalidad de los costos y gastos financieros, como armónicamente tampoco podría gravarse la totalidad de los ingresos financieros, puesto que es universalmente aceptado, que en ambas situaciones se involucra un componente inflacionario.
· No afectar las deducciones por intereses con el componente inflacionario para incentivar la inversión y el empleo 

Lo propuesto debe mirarse desde dos ópticas: 
Una, es la relacionada con los contribuyentes obligados a aplicar el sistema de ajustes por inflación, en cuyo caso les es aplicable lo señalado en el artículo 349, inciso 1 del E.T., en concordancia con el artículo 117 del mismo estatuto, en dónde se señala de manera clara, que todos los costos y gastos financieros causados, son deducibles.
Otra, es la correspondiente a los contribuyentes no obligados a efectuar ajustes por inflación y que deben tener en cuenta el tema del componente inflacionario y por tanto no pueden deducir el 100% de los costos y gastos financieros. Para ellos, el costo y deducción del componente inflacionario, está regulado en los artículos 81, 81-1 y 118 del E.T., no siendo por tanto, materia revisable de las contempladas en las facultades y que se limitan estrictamente al título V, Libro I del referido estatuto.
ASOCIACIÓN COLOMBIANA DE PETRÓLEO: Están de acuerdo con el sistema de ajustes por inflación, el cual en su concepto, debe permanecer vigente dentro de nuestra legislación, por ser necesarios como herramienta de corrección de las distorsiones que el fenómeno inflacionario produce en los estados financieros. 
Adicionalmente, afirman que:
· Los ajustes son imprescindibles para el mantenimiento de la inversión extranjera, en especial en el campo petrolero, que no permite financiación con pasivos y entonces, el reconocimiento de la pérdida por inflación de los capitales, se convierte en el punto de equidad y de atracción para los capitales foráneos. 

· Los ajustes introducen mayor neutralidad y equidad tributaria, no grava utilidades nominales, impide reparto de utilidades no realizadas, promueve la capitalización y muestra a los inversionistas una situación más real. 

· Eliminar el sistema sería un cambio desfavorable en las reglas del juego, una señal equivocada para quien piensa invertir en el país (contrario al discurso oficial), un caos en las normas contables y tributarias. 

Se comparte todo lo anteriormente expuesto.
RAFAEL ISAZA (CARVAJAL S. A.): Está de acuerdo con el sistema de ajustes por inflación. 
Opcionalmente, propone igualar las bases de ajuste fiscales a las existentes en la contabilidad, por lo tanto argumenta que se debe:
· Eliminar el título V del libro I del E.T., y dejar los ajustes contables con incidencia en la determinación del impuesto sobre la renta y en el patrimonio de los contribuyentes. (No existe documento escrito que complemente lo expresado verbalmente en las audiencias) 

No es procedente la propuestas porque acarrearía inconvenientes tales como la dificultad para ejercer control al costo fiscal de los activos y para la cuantificación correcta de los patrimonios líquidos bases de renta presuntiva, y en general, se distorsionaría la determinación del impuesto sobre la renta porque existen diferencias entre el mundo contable y el mundo tributario, que no permiten un tratamiento idéntico en forma integral. 
El Consejo Técnico de la contaduría, por el contrario, insiste en que se debe mantener las diferencias de base, entre los sistemas de ajustes contable y fiscal.
ANDESCO: Son Conscientes de la necesidad técnica, para la economía y las finanzas de las empresas, que se cuente con un sistema que reconozca el efecto de la inflación. 
Se debe conservar el sistema de ajustes integrales por inflación para propósitos contables. Desde la óptica fiscal, proponen:
· Preservar el postulado de segregación contable y fiscal, en aras de garantizar la preparación y presentación de una información totalmente ajustada a los principios y técnicas contables. 

· Se debe propugnar por la creación de mecanismos que permitan superar las anomalías que presenta el modelo contable de ajustes, procurando en todo caso, diseñar herramientas que consideren las limitaciones razonablemente impuestas por las características y prácticas de cada actividad o sector, tales como la naturaleza de las operaciones, el desarrollo social, económico y tecnológico, las limitaciones regulatorias, etc. 

· La utilidad proveniente de la exposición a la inflación se debe gravar sólo en tanto y en cuanto refleje una efectiva capacidad contributiva, y no como el simple resultado de un procedimiento de reexpresión de valores para efectos contables y financieros. 
· Los cambios sugeridos, sigue opinando ANDESCO, rebasan los objetivos de las facultades extraordinarias conferidas al Gobierno nacional por el artículo 21 de la ley 488 de 1998, por lo que se recomienda a este que se abstenga de hacer uso de las mismas. 

· Debe presentarse un proyecto de Ley que analice y corrija los aspectos inequitativos que presenta la base imponible del impuesto sobre la renta, como consecuencia de la aplicación mecánica del sistema de ajustes por inflación, sin consultar el principio tributario de capacidad contributiva. 

Con respecto a lo expuesto por ANDESCO, de manera particular no se profiere un análisis, ni se controvierten las opiniones; sino que de manera general, en nuestras conclusiones, se recogerán sus propuestas.
SOCIEDAD DE AGRICULTORES DE COLOMBIA Y FONDO GANADERO DEL HUILA: Manifiestan que el sector agropecuario está siendo muy afectado por el sistema de ajustes por inflación, y proponen Eliminar en su totalidad el sistema de ajustes por inflación
No es viable la propuesta, porque es claro que mientras exista inflación, ese hecho económico debe reconocerse dentro de los estados financieros y las bases gravables. 
· Exceptuar al sector agropecuario de la aplicación de los ajustes 

No sería técnico, ni justo, ni equitativo, excluir a un sector de la producción, por lo tanto no es procedente lo propuesto.
· Establecer mecanismos de valoración e índices sectoriales. 

No es conducente utilizar índices de ajuste específicos para cada sector o activo en particular, porque ello le imprimiría complejidad al sistema, tornando imposible su control. 
FENALCO: Están de acuerdo con el mantenimiento del sistema de ajustes por inflación y resaltan las bondades de las medidas y modificaciones introducidas en la Ley 488 de 1998.
Con la eliminación del ajuste a los inventarios se eliminó el aspecto en que se sustentaban preponderantemente las críticas al sistema. Además, con la eliminación del ajuste a las compras de mercancía, se subsana una seria inequidad con los comerciantes que manejan productos de lenta rotación. Adicionalmente afirman que la complejidad y tecnicismo, no son argumento válido, ni razón suficiente, para argumentar su eliminación.
CONSEJO TECNICO DE LA CONTADURÍA : Su posición es de respaldo al sistema de ajustes por inflación.
· Los ajustes deben mantenerse pues subsisten las causas que motivaron su implantación 

· Se debe mantener la diferencia entre las bases de ajuste contables y fiscales 

· Debe impedirse la manipulación y distribución de la revalorización del patrimonio 
Estamos de acuerdo con las tres precisiones anteriores
NOTA: Además de las anteriores posiciones, hubo otras exposiciones personales de expertos y empresarios, pero que quedaron contempladas en lo ya tratado. 
3. CONCLUSIONES 
Con fundamento en el conjunto de todo lo anterior, se puede afirmar las siguientes conclusiones:
· Eliminar el sistema de ajustes fiscales es un salto al vacío en materia tributaria. 

· Una eliminación de los ajustes por inflación con incidencia dentro de la determinación del impuesto sobre la renta, desincentivaría a los inversionistas extranjeros. 

· La complejidad del sistema y el tecnicismo atribuido a los mismos, es un tema ampliamente superado en los siete años de experiencia que lleva el país en esta materia 

· La gran mayoría de los gremios de la producción y los organismos técnicos, están de acuerdo con mantener el actual sistema de ajustes por inflación. 

· El sistema podría ser objeto de algunas modificaciones de corto impacto, como permitir la opción en el manejo de la Corrección Monetaria Diferida, en el caso de los activos en periodo improductivo, así como precisar aspectos relativos a la capitalización de la cuenta de Revalorización del Patrimonio, para evitar que sea distribuida antes de la liquidación de la empresa. 
· El actual sistema se ha constituido en un elemento adicional para el fortalecimiento de los capitales de las empresas, por cuanto por la vía de la revalorización del patrimonio, se fortalece el capital de trabajo. 

· El sistema desestimula los niveles de endeudamiento en las empresas. Un análisis realizado con las cifras de las declaraciones de renta de las personas jurídicas contribuyentes del país, nos señala que en 1991, cuando aún no estaba el sistema de ajustes, del total de los activos, un 75% estaba financiado con pasivos. Ese nivel de endeudamiento ha ido disminuyendo constantemente y en las cifras de 1997, solo el 53% del total de activos, está siendo financiado con deudas. Esto es, una disminución en su conjunto, superior al 30% en el nivel de endeudamiento, que equivale al fortalecimiento de los patrimonios de las organizaciones empresariales. 

· Una eliminación de los ajustes por inflación, golpea a todos los contribuyentes. Estos han realizado inversiones en infraestructura tecnológica, que en principio el sistema demandó. Además, un cambio les provocaría, no solo inseguridad jurídica a los sujetos pasivos, sino la imposibilidad de recuperar de manera normal la inversión mencionada. 

· El sistema es técnico y necesario como mecanismo de reconocimiento del hecho económico y su sostenimiento no debe depender de los resultados, positivos o negativos, que de él se desprenden, frente al recaudo de impuestos. 

CONCLUSIÓN FINAL: Como se observa del análisis realizado y de acuerdo con la opinión mayoritaria y calificada de los diferentes participantes en el debate realizado para el efecto, el actual sistema de ajustes por inflación, es técnico y respeta los principios de equidad y justicia. Las pocas modificaciones propuestas que son viables, no son sustanciales, ni urgentes dentro de la legislación fiscal. Por tanto, no resulta conveniente ejercer las facultades extraordinarias consagradas en el artículo 21 de la Ley 488 de 1998.
Santafé de Bogotá, Abril 22 de 1999
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Como se ve, el análisis tuvo muy en cuenta consideraciones de naturaleza fiscal, más propias del derecho tributario que de la contabilidad. Poco tiempo pasó hasta cuando las entidades de supervisión decidieron eliminar la obligación de utilizar el sistema en materia contable. Véase, por ejemplo:
· Superintendencia Bancaria CIRCULAR EXTERNA NÚMERO 14 DE 2001 (Abril 17) Ref.: Eliminación del sistema de ajustes integrales por inflación para efectos contables

· Superintendencia de la Economía Solidaria RESOLUCIÓN NÚMERO 632 DE 2001 (Junio 20) “Por la cual se elimina la aplicación del sistema de ajustes integrales por inflación para efectos contables en los organismos sometidos a la inspección, control y vigilancia de la Superintendencia de la Economía Solidaria.

· Superintendencia del Subsidio Familiar RESOLUCIÓN NÚMERO 504 DE 2001 (Octubre 10) “Por la cual se autoriza a las cajas de compensación familiar la reclasificación de la cuenta corrección monetaria del total de ajustes por inflación y su procedimiento, para efectos contables”.

· Contaduría General de la Nación CIRCULAR EXTERNA NÚMERO 44 DE 2001 (Septiembre 26) Ref.: Aplicación del sistema de ajustes por inflación para efectos contables y presentación de información ante la Contaduría General de la Nación por parte de las entidades públicas financieras vigiladas por la Superintendencia Bancaria o por la Superintendencia de la Economía Solidaria.

· Contaduría General de la Nación RESOLUCIÓN NÚMERO 351 DE 2001 (Noviembre 21) “Por medio de la cual se modifica el Plan General de Contabilidad Pública, PGCP, adoptado mediante la Resolución 400 de 2000, en lo relativo a la aplicación del sistema de ajustes parciales por inflación”.

· Contaduría General de la Nación RESOLUCIÓN NÚMERO 364 DE 2001 (Noviembre 29) “Por medio de la cual se modifica el Plan General de Contabilidad Pública, PGCP, adoptado mediante la Resolución 400 de 2000, en lo relativo a la aplicación del sistema de ajustes integrales por inflación”.

· Superintendencia de Valores CIRCULAR EXTERNA NÚMERO 6 DE 2002 (Junio 5) Asunto: Eliminación de la aplicación del sistema de ajustes integrales por inflación para efectos contables.

· Superintendencia Nacional de Salud RESOLUCIÓN NÚMERO 1804 DE 2004 (Diciembre 24) “Por la cual se emite el Plan Único de Cuentas para las entidades promotoras de salud y entidades prepago privadas”.

· Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios RESOLUCIÓN NÚMERO SSPD-20051300033635 DE 2005 (Diciembre 28) “Por la cual se actualiza el Plan de Contabilidad para Prestadores de Servicios Públicos Domiciliarios y el Sistema Unificado de Costos y Gastos por Actividades que se aplicará a partir del 2006”.

Así las cosas el País se quedó con un sistema de ajustes al que se llama integral pero que es parcial, sostenido por consideraciones tributarias más que contables. Es difícil entender cómo un sistema pensado para evitar las distorsiones que genera el cambio en el poder adquisitivo de la moneda se considera pertinente en materia tributaria pero se elimina contablemente. Más que difícil de comprender es inaceptable la desigualdad de trato que se produjo como consecuencia de la eliminación de los ajustes para ciertos sectores y no de manera general.
En mi parecer debemos aprender de la historia:

1. No se pueden resolver cuestiones tributarias manipulando la contabilidad.

2. No se debe legislar apartándose de la técnica

3. No se debe crear tratos desiguales sin justificación
4. Necesitamos un Estado ágil que no necesite 19 años para hacer buenas leyes.

De manera que es de celebrar que finalmente el Gobierno Nacional quiera eliminar la inequidad consistente en mantener obligadas a ciertas personas a ajustar por inflación las partidas no monetarias, colocándolas en igualdad ante la ley con las que previamente habían sido liberadas de ello. 

Más allá de la diversidad de imperfecciones del sistema, a favor de tan loable iniciativa obra el hecho de que Colombia dejó de tener una economía hiperinflacionaria, circunstancia fáctica de la cual la técnica hace depender la procedencia de los ajustes por inflación.

Ahora bien: una buena legislación contable no debería omitir normas para los eventos en que se opere en economías hiperinflacionarias
. Adviértase que países que no sufren hiperinflación mantienen reglas en esta materia para ser usadas cuando se trata de consolidar operaciones realizadas en el extranjero en donde si hubiere hiperinflación. En otras palabras: la legislación no debería eliminar los ajustes por inflación sino condicionar su aplicación a la existencia de la hiperinflación. Estas normas serían aplicadas tanto respecto de operaciones en el País como a operaciones celebradas por entidades controladas que funcionen en el extranjero.
La propuesta que hace la Superintendencia en artículo 5° de su proyecto, mediante el cual se sugiere modificar el artículo 90 del Decreto reglamentario 2649 de 1993, nos permite advertir sobre el error conceptual en que el País ha venido incurriendo al tratar esta partida como una entidad especial y olvidar que en ella se registra el ajuste de otras partidas y que SI NO FUERA POR CONSIDERACIONES PROPIAS DEL DERECHO DE LAS ORGANIZACIONES (cuyo principal exponente es el Derecho de Sociedades) la cuenta de revalorización del patrimonio no existiría sino que, siguiendo la regla general, el ajuste afectaría cada una de las cuentas que componen el patrimonio. Si esto se entendiera se aceptaría que las partidas acumuladas en la cuenta de revalorización del patrimonio deben sufrir la misma suerte que la que corresponda a las cuentas cuyo ajuste refleja.
Es obvio que el costo de un activo es el que arroje su valor histórico más los correspondientes ajustes por inflación (artículo 6° del proyecto) 
Como ya se dijo uno de los errores del sistema colombiano fue aceptar el cambio de período respecto de ciertos ajustes, los cuales han venido revelándose en cuentas diferidas. Observo que en lugar de proceder a un “ajuste retrospectivo”, su proyecto plantea un “ajuste prospectivo”. Es necesario que a Superintendencia difunda las bases técnicas de esta propuesta para poder entonces pronunciarse sobre ella.

La vigencia del sistema de ajustes para efectos tributarios provocará mayores diferencias entre la información de la contabilidad financiera y la información tributaria, lo cual no será suficientemente reconocido y revelado si nos limitásemos a ajustar las cuentas de orden fiscales. Sugiero ampliar la reflexión sobre este punto. Entre otras cosas el país debería considerar la evolución del sistema internacional liderado por iasb, tanto sobre la relación información tributaria – información contable, como específicamente sobre la determinación del que hoy conocemos en nuestro medio como impuesto diferido.
 Con todo respeto,

Hernando Bermúdez Gómez

Profesor asociado

Departamento de Ciencias Contables

Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas

Pontificia Universidad Javeriana

Bogotá - Colombia
� (Esta nota al pié no forma parte del documento que estoy trascribiendo. La inserto ahora)  Recuérdese que las dificultades se han presentado desde la introducción del sistema. Véase mi trabajo � HYPERLINK "http://www.javeriana.edu.co/personales/hbermude/ensayos/SISTEMADEAJUSTES(1991).tif" ��Sistema integral de ajustes por inflación�


� Recuérdese que bajo ciertas condiciones la venta de activos es gravada por el sistema de ganancias ocasionales, que sólo admite ser enfrentado a pérdidas ocasionales. De esta manera la “utilidad” obtenida por la venta de los activos fijos se vuelve, prácticamente, gravable en su totalidad.


� (Esta nota al pié no forma parte del documento que estoy trascribiendo. La inserto ahora)  Las facultades extraordinarias previstas en esta ley fueron renovadas mediante la Ley número 49 de 1990 (Diciembre 28) “Por la cual se reglamenta la repatriación de capitales, se estimula el mercado accionario, se expiden normas en materia tributaria, aduanera y se dictan otras disposiciones”.


� (Esta nota al pié no forma parte del documento que estoy trascribiendo. La inserto ahora) Sentencia No. C-608/92


� (Esta nota al pié no forma parte del documento que estoy trascribiendo. La inserto ahora) En vista del fallo de la Corte, el Gobierno Nacional expidió el Decreto número 2075 de 23 diciembre de 1992 “Por el cual se reglamenta parcialmente el Estatuto Tributario y se dictan otras disposiciones” y el Decreto número 2077 de diciembre 23 de 1992 “Por el cual se reglamenta el sistema de ajustes integrales por inflación para efectos contables y se dictan otras disposiciones”.


� (Esta nota al pié no forma parte del documento que estoy trascribiendo. La inserto ahora)  La Ley número 174 de 1994 (Diciembre 22) "Por la cual se expiden normas en materia de saneamiento aduanero y se dictan otras disposiciones en materia tributaria" dispuso ART. 6º—Unificación de los índices de ajustes. Adiciónase el artículo 331del estatuto tributario con el siguiente inciso final: "En la determinación del impuesto sobre la renta  se utilizarán los mismo índices y las mismas clasificaciones de los ajustes por inflación registrados en la contabilidad para los correspondientes rubros".


� Es claro que las partidas monetarias son las que pierden valor como consecuencia de la inflación. Está matemáticamente demostrado que para calcular esa pérdida de valor puede recurrirse a la reexpresión de las partidas no monetarias. Pero, para que efectivamente el cálculo sea correcto, se requiere ajustar todas las partidas no monetarias.


� Hoy la economía colombiana no es hiperinflacionaria. Esperamos que no vuelva a serlo. Pero no hay manera que garantizar que nunca tendremos que enfrentar nuevamente una hiperinflación.
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